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EJECUCIÓN DE SENTENCIAS QUE CONTIENEN CONDENAS USURARIAS. EL EQUILIBRIO 
ENTRE EL DERECHO OBTENIDO A TRAVÉS DE LA COSA JUZGADA Y EL DERECHO 
HUMANO DE PROHIBICIÓN A LA USURA, SÓLO PUEDE ESTABLECERSE A TRAVÉS DE UN 
JUICIO DE PONDERACIÓN QUE HAGA PREVALECER EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 21, 
NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, CON LA 
MENOR AFECTACIÓN POSIBLE A LA INSTITUCIÓN DE LA COSA JUZGADA. La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 132/2012 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 
1, febrero de 2013, página 714, de rubro: "INTERÉS USURARIO EN MATERIA MERCANTIL. 
CUÁNDO DEBE CONSIDERARSE QUE EXISTE Y EN QUÉ MOMENTO PROCESAL DEBE 
ESTUDIARSE.", determinó que el análisis sobre la desproporcionalidad de intereses debía 
efectuarse dentro de la sustanciación del procedimiento de origen, excluyendo ese examen de 
manera natural de la etapa de ejecución de sentencia; sin embargo, con la emisión de las diversas 
jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), difundidas en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, páginas 400 y 402, y en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas, de títulos y 
subtítulos: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE 
TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN 
DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y 
"PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE 
EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, 
REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", respectivamente, la Primera Sala abandonó ese criterio, 
alterando sustancialmente el cómo y el cuándo debía proceder el operador jurídico a realizar el 
análisis usurario de la tasa de interés, dando pauta a inferir que la transgresión al derecho a no ser 
explotado previsto en el artículo 21, numeral 3 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, debe ser reparado en el momento en que se detecte o se encuentre. Tal planteamiento 
revela la existencia de un conflicto entre dos figuras de muy alto valor protegidas por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, como son la institución de la cosa juzgada y el derecho a 
no ser explotado a través de la usura, situación que lleva a la necesidad de realizar un ejercicio de 
ponderación para establecer de acuerdo a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, cuál es 
el alcance de cada uno de los derechos fundamentales para establecer, en el caso concreto, cuál de 
ellos debe prevalecer. La cosa juzgada surge de la necesidad lógica jurídica de que las controversias 
no queden sin determinación firme, inamovible, inmutable e inalterable, es una institución 
fundamental del derecho para dar certeza y seguridad a los litigios. Sin embargo, siempre se ha 
admitido la posibilidad de su revisión o cambio en ciertos casos excepcionales en que, la necesidad 
del valor de la justicia impera sobre la necesidad del principio de certeza, esto es, cuando la violación 
a los derechos del ciudadano fuera de tal magnitud que de no atenderse provocaría que esa persona 
o la sociedad misma dejaran de creer en el sistema de justicia. El referido artículo 21, numeral 3, 
establece que queda prohibida cualquier forma de explotación del hombre por el hombre, y una de 
éstas es la usura por virtud de la cual un acreedor se enriquece de manera excesiva y abusiva con 
los frutos civiles que produce el capital que prestó a su deudor, lo que vulnera un derecho humano 
ya que ataca a la dignidad de la persona; de ahí que, al plantearse o advertirse una situación de esta 
naturaleza, los órganos jurisdiccionales están obligados a respetar el derecho fundamental del 
deudor a no ser explotado. Esa potestad debe considerarse por encima del derecho protegido a 
través de la institución de la cosa juzgada y estimarse como un caso de excepción a la inmutabilidad 
de una sentencia definitiva, pues de prevalecer un fallo dictado en esas condiciones se estaría 
cometiendo un acto de injusticia y de ilegalidad al permitir la ejecución de una condena en la cual se 
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permitiría el detrimento excesivo del patrimonio de una persona al considerar legal una condición 
usuraria a través del establecimiento de una tasa desproporcionada, por lo que en el caso concreto 
el derecho fundamental protegido por el citado artículo 21, numeral 3, resulta de mayor entidad a la 
institución de la cosa juzgada. Ahora bien, la ponderación entre principios será más benigna en la 
medida en que afecte negativamente con menor eficacia, por un tiempo breve y con menor 
probabilidad a la norma o principio afectado, así como al bien jurídicamente tutelado, por tanto, la 
determinación adoptada únicamente incidirá sobre el monto de la de tasa de interés a aplicar y no 
así sobre el derecho del acreedor a cobrar los intereses. De igual forma, este criterio no pretende 
otorgar la posibilidad a aquellos deudores cuyo juicio se encuentra concluido y que han liquidado el 
pago de un interés, bajo la aplicación de una tasa desproporcionada, para reabrir ese procedimiento, 
pues en esos casos debe considerarse que el patrimonio de la persona logró soportar esa carga, así 
como tampoco se busca reabrir casos en los cuales, incluso, el expediente podría encontrarse 
archivado por años al haberse agotado la materia del cumplimiento de la sentencia. Finalmente, 
debe limitarse la aplicación de este criterio a aquellos asuntos en los que se hubiera omitido realizar 
el análisis sobre el tema de usura, pues en caso de que existiera un previo pronunciamiento en 
alguna otra instancia judicial o en un amparo anterior, no será posible realizar un nuevo estudio sobre 
ese aspecto ya decidido. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 65/2015. 26 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco 
J. Sandoval López. Secretario: Carlos Ortiz Toro. 

Amparo en revisión 172/2015. Arturo Jerónimo Ramírez Garduño y otra. 26 de noviembre de 2015. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos Ortiz Toro. 

Amparo en revisión 61/2016. Instituto Politécnico Nacional, en representación del CECYT Número 
10, Carlos Vallejo Márquez. 13 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Sandoval López. Secretaria: Laura Díaz Jiménez. 

Amparo en revisión 150/2015. Partido de la Revolución Democrática. 15 de junio de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretaria: Martha Espinoza Martínez. 

Amparo en revisión 91/2016. Gerardo Miguel López Cisneros. 15 de junio de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Adolfo Almazán Lara. 

Nota: Por ejecutoria del 4 de octubre de 2017, la Primera Sala declaró improcedente la contradicción 
de tesis 135/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al 
existir la jurisprudencia 1a./J. 28/2017 (10a.) que resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de enero de 
2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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